
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CONCURSO DE MÉRITOS / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ESTOS ACTOS ADMINISTRATIVOS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
… sabido es que en esta clase de acción, como lo ha sostenido ya esta Sala, no por ser un mecanismo breve y sumario, puede pasarse inadvertido que está precedida de unos requisitos de procedibilidad, entre ellos, el de subsidiariedad, que surge cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa, porque así lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.

Precisamente eso es lo que ocurre en este caso, pues todo aquí estriba en la inconformidad que le generan al señor Bedoya Ramírez los actos administrativos de carácter particular y concreto, mediante los cuales, primero se impartió inadmisión a su inscripción, y después se le hicieron saber los motivos por los cuales eran inaplicables las equivalencias que echa de menos .

Y es que deja de lado el tutelante que tiene el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase medidas cautelares y garantías, para remediar lo que considera que es una posición equivocada de las entidades involucradas en la provisión de cargos. (…)
Como se ve, en esos casos como en este, es inexistente alguna razón para considerar inadecuada la vía contencioso administrativa, para obtener lo pretendido.   

Ahora bien, aceptando que en determinados casos, aun cuando exista el medio de defensa judicial, este sea inidóneo, en tanto se vislumbre la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, es lo cierto que en tal caso debe acreditarse en qué consiste el mismo para que pueda ser valorado. Más aquí, el peticionario ni siquiera insinuó una situación que requiera ser neutralizada con medidas de carácter urgente e impostergable.

Y no se diga que el tiempo en que se tarda la resolución del litigio en la jurisdicción contencioso administrativa estriba en un perjuicio irremediable como se insinuó en la impugnación, porque como se indicó, allí se cuentan con medidas cautelares idóneas para contener los efectos de las decisiones administrativas que se estiman anómalas.
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre dos del dos mil diecinueve  
Expediente 66170-31-10-001-2019-00145-01
Acta No. 476 del 2 de octubre del 2019  
Decide la Sala la impugnación propuesta por Darío Hernando Bedoya Ramírez en esta acción de tutela que instauró contra la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC- y la Universidad Libre, y a la que fue vinculada la Alcaldía de Dosquebradas. 
ANTECEDENTES
   



En su propio nombre, Darío Hernando Bedoya Ramírez, instauró acción de tutela contra la CNSC y la Universidad Libre, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales al “trabajo, acceso a cargos públicos, buena fe, igualdad y debido proceso”, conculcados, dijo, por las autoridades que accionó.
   



Narró, en síntesis, que CNSC dio apertura a la Convocatoria Territorial Centro Occidente No. 651 del 2018, en la que él se inscribió al OPEC (Oferta Pública de Empleos de Carrera) No. 73846.

A finales del mes de marzo, descubrió que aparecía como “NO ADMITIDO” en consideración a que, según le informó la CNSC, no cumple con el requisito mínimo de estudios. 





Por lo anterior, oportunamente, mediante la plataforma SIMO, elevó una reclamación en la que pidió que se le aplicaran las equivalencias de estudio previstas en el artículo 25 del Decreto 785 del 2005, las cuales estaban permitidas según el manual específico de funciones y competencias laborales del Municipio de Dosquebradas y la OPEC a la cual se inscribió, pues ostenta la experiencia de sobra.  





Pese a lo anterior su estado de inadmitido se mantuvo, lo cual le fue comunicado por medio de un oficio el 26 de abril del año que avanza, con el argumento de que “las equivalencias consagradas en el artículo 25.2.2 y del Decreto 785 de 2005 "Tres (3) años de experiencia relacionada por título de formación tecnológica o de formación técnica profesional adicional al inicialmente exigido, y viceversa” NO ERAN APLICABLES EN TANTO SE DISMINUIRÍA LOS REQUISITOS DE ESTUDIO SOLICITADOS POR EL EMPLEO; INOBSERVANDO DE ESTE MODO LO DISPUESTO EN EL MANUAL ESPECÍFICO DE FUNCIONES EN CUANTO A LA ALTERNATIVA CONTEMPLADA SI NO SE TIENE EL ESTUDIO ESPECÍFICO.” (sic).





Estima que la CNSC interpretó, en su desmedro, desacertadamente la aludida disposición normativa.  




Pidió en consecuencia la protección de los derechos invocados y entonces, suspender el Proceso de selección No. 651 del 2018, en lo que respecta al municipio de Dosquebradas, de conformidad con el artículo 2.2.18.3.21 del Decreto 1083 del 2015, ordenar a la CNSC que verifique la integralidad de documentos subidos a la plataforma SIMO para constatar la experiencia y formación requerida, consecuencialmente, la modificación de su estado en la convocatoria a ADMITIDO y que se concedan a su favor las indemnizaciones a las que hubiere lugar. 




En primera instancia se corrió traslado a la Gerencia de la Convocatoria Territorial Centro Occidente de la CNSC, al área encargada de la misma convocatoria de la Universidad Libre y se ordenó la vinculación de la Alcaldía de Dosquebradas; también se les ordenó a las entidades accionadas y a la vinculada, enterar de esta acción de tutela a todos los participantes del concurso de marras, por medio de sus respectivas páginas web; como prueba se ordenó a la CNSC remitir copia de la aludida convocatoria (f. 27, c. 1).  




Por conducto de apoderado judicial, la CNSC adujo que la acción de tutela es improcedente habida cuenta de que el accionante tiene a su disposición los medios de control de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho previstos en el CPACA, para controvertir su calificación en la etapa de verificación de requisitos mínimos; dijo que era inexistente un perjuicio irremediable. 





Por otra parte, explicó que “el requisito de educación formal es de obligatorio cumplimiento para los aspirantes y no se puede remplazar por experiencia, como lo pretende el accionante con la aplicación de la equivalencia, pues aquella solo aplica para títulos adicionales al inicialmente exigido”. Finalmente pidió declarar la improcedencia de la demanda (f. 32, c. 1). A su contestación le anexó la respuesta que le ofreció al accionante, en torno a su reclamación (f. 36, c. 1)
La Secretaria de Asuntos Administrativos del municipio de Dosquebradas, solicitó su desvinculación en consideración a que esa entidad no es competente para resolver lo deprecado por el accionante (f. 49, c. 1). 




La Universidad Libre, mediante apoderado judicial, explicó que el 29 de marzo se publicaron los resultados de los aspirantes admitidos y que los aspirantes inadmitidos contaban con 2 días para formular los reclamos; Advirtió que el accionante formuló su reparo en tiempo y que su inconformidad radica en que no se aplicó la equivalencia señalada en el Decreto 785 de 2005; esto es, “tres años de experiencia relacionada por título de formación tecnológica o técnica profesional adicional al inicialmente exigido y viceversa. Para tenerse por acreditado el requisito de estudio con el tiempo de experiencia demostrado”. 




Sin embargo, resalto que la “aplicación de la palabra viceversa en la equivalencia resulta improcedente dado que disminuiría los requisitos mínimos solicitados por el empleo…”; Adujo que la demanda es improcedente y pidió no acceder a las pretensiones (f. 61, c. 1).  





Sobrevino la sentencia de primer grado que declaró improcedente el amparo, para así decidir se argumentó en primera instancia que esta no es la vía adecuada para cuestionar la legalidad de los actos administrativos, además, que el accionante cuenta con otros medios de defensa judicial esto, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de los diferentes medios de control establecidos para tal fin. (f. 70, c. 1).
 



Impugnó el accionante, quien señaló que el fallo desconoce el riesgo inminente de sus derechos fundamentales, pues cualquier medio de control seria inoperante, por la prontitud en la que el concurso culmina (f. 78, c. 1).   
CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

 



La situación planteada descansa en la vulneración que Darío Hernando Bedoya Ramírez considera que le genera el hecho de que, en la verificación de requisitos mínimos del concurso que hoy ocupa la atención de la Sala, no se hubiera dado la aplicación que él estima correcta, a las equivalencias previstas en el artículo 25 del Decreto 785 del 2005.





En primera instancia, se declaró la improcedencia del resguardo porque incumple con el presupuesto de la subsidiaridad, pues tiene el accionante a su alcance las acciones consagradas en el CPACA para la salvaguarda de los derechos que estima conculcados. 
Y con esa resolución coincide la Sala; en efecto, sabido es que en esta clase de acción, como lo ha sostenido ya esta Sala
-
-
, no por ser un mecanismo breve y sumario, puede pasarse inadvertido que está precedida de unos requisitos de procedibilidad, entre ellos, el de subsidiariedad, que surge cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa, porque así lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.

  



Precisamente eso es lo que ocurre en este caso, pues todo aquí estriba en la inconformidad que le generan al señor Bedoya Ramírez los actos administrativos de carácter particular y concreto, mediante los cuales, primero se impartió inadmisión a su inscripción
, y después se le hicieron saber los motivos por los cuales eran inaplicables las equivalencias que echa de menos
.




Y es que deja de lado el tutelante que tiene el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase medidas cautelares y garantías, para remediar lo que considera que es una posición equivocada de las entidades involucradas en la provisión de cargos.




Escenario ideal para controvertir el hecho de que, en su caso concreto, no se aplicaran las equivalencias previstas en el artículo 25 del Decreto 785 del 2005, al tenor de lo que según él considera, es su correcta interpretación; de lo cual hace derivar la presunta ilegalidad de los actos administrativos que cuestiona. 

  



Reservada esta clase de debates al juez natural, por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela.  Sobre el particular, ha señalado la Corte Constitucional que
:




En principio, la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para proteger derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos de contenido particular y concreto, ya que para controvertir estos actos el juez natural es la jurisdicción contenciosa administrativa, instancia en la cual los afectados pueden hacer uso de dos mecanismos de defensa.





De un lado, en ejercicio del artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, se puede interponer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y, según el artículo 152, numeral 2° del mismo código, en caso de que sea manifiesta la infracción de una de las disposiciones invocadas, también se puede solicitar la suspensión provisional del acto administrativo demandado.





De otro lado, el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo dispone que toda persona podrá solicitar que se declare la nulidad de los actos administrativos cuando quebranten las normas en que deberían fundarse, hayan sido expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o corporación que los profirió.





(…)





Sobre la base de lo expuesto, la persona que estime vulnerados sus derechos por un acto administrativo puede solicitar alternativamente la nulidad y restablecimiento del derecho o, en la medida en que esta acción no se ejerza dentro del término legalmente establecido para ello, pedir la nulidad simple del acto, caso en el cual la pretensión debe ser exclusivamente el control de legalidad en abstracto de dicho acto.”





Además, es pertinente traer a cuento una decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la que, cambiando lo que hay que cambiar, en un asunto de similar gama, revocó la adoptada por una de las Salas de Decisión Civil-Familia de esta Corporación que había accedido al amparo deprecado; allí precisó:

  


“El accionante aduce que la Comisión Nacional de Servicio Civil afectó sus prerrogativas constitucionales invocadas al excluirlo del concurso de méritos en el que se inscribió con el propósito de ocupar el cargo de Auxiliar Administrativo Código 407 – Grado 10 de la Gobernación de Risaralda, por no aportar en oportunidad el diploma de bachiller, no obstante haber adjuntado el acta de grado de su carrera profesional, con la cual demuestra que el bachillerato se superó. Pide ser reintegrado al proceso de selección con el fin de poder ocupar el empleo al cual se inscribió, puesto que no tiene trabajo y debe mantener a su familia.    

  


En relación con la inconformidad del peticionario, basta decir que el amparo solicitado resulta improcedente, pues como reiteradamente lo ha sostenido la jurisprudencia de esta Corporación, en principio las controversias en torno de la legalidad de las decisiones de la administración, deben discutirse ante la jurisdicción correspondiente, sin que sea viable pretender sustituirlos por este mecanismo extraordinario habida cuenta de su carácter subsidiario, pues si la pretensión del actor es la de invalidar las determinaciones que la entidad cuestionada emitió y en las que argumentó que la norma es taxativa al indicar que el requisito es el diploma de bachiller y no puede ser suplido por el de pregrado, este no es el escenario para debatirlas, motivo por el cual se revocará el fallo de primer grado.”





Como se ve, en esos casos como en este, es inexistente alguna razón para considerar inadecuada la vía contencioso administrativa, para obtener lo pretendido.   

   



Ahora bien, aceptando que en determinados casos, aun cuando exista el medio de defensa judicial, este sea inidóneo, en tanto se vislumbre la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, es lo cierto que en tal caso debe acreditarse en qué consiste el mismo para que pueda ser valorado
. Más aquí, el peticionario ni siquiera insinuó una situación que requiera ser neutralizada con medidas de carácter urgente e impostergable.




Y no se diga que el tiempo en que se tarda la resolución del litigio en la jurisdicción contencioso administrativa estriba en un perjuicio irremediable como se insinuó en la impugnación, porque como se indicó, allí se cuentan con medidas cautelares idóneas para contener los efectos de las decisiones administrativas que se estiman anómalas. 




Así las cosas, sin que sean necesarias adicionales consideraciones, se confirmará la sentencia impugnada. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 22 de agosto del 2019, por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en esta acción de tutela que Darío Hernando Bedoya Ramírez inició frente a la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC- y la Universidad Libre. 





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso archívese la actuación. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� TSP, SCF, Expediente No. 66400-31-89-001-2019-00038-01, Sentencia del 23 de agosto del 2019, M.P.: Claudia María Arcila Ríos
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� F. 2 a 5, c. 1.
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